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PRIMERA SALA CONSTITUCIONAL DE LIMA 


EXPEDIENTE : 08874-2018-0-1801-JR-ClI-02 
MATERIA : ACCIÓN DE AMPARO 
DEMANDANTE : LIZARDO CAUPER PEZO 
DEMANDADO : TUBINO ARIAS SCHREIBER 


RESOLUCIÓN NÚMERO TRES 
Lima, veintitrés de julio 


De dos mil veintitrés. 


VISTOS; 
doctor CUEVA CHAUCA y habiéndose debatido la presente causa de 
conformidad con el artículo 133° de la Ley Orgánica del Poder Judicial se ha 


interviniendo como Juez Superior Ponente el 


emitido la decisión en los siguientes términos: 


PRIMERO: Objeto de la apelación.- Que, el recurso de apelación tiene por 
objeto que el órgano jurisdiccional superior examine, a solicitud de parte o 
tercero legitimado la resolución que le produzca agravio, con el propósito de 
que sea anulada o revocada, total o parcialmente, para lo cual quien interpone 
la apelación debe fundamentarla, indicando el error de hecho o de derecho 
incurrido en la resolución, precisando la naturaleza del agravio y sustentando 
su pretensión impugnatoria, conforme lo prevén los artículos 364* y 366* del 
Código Procesal Civil, de aplicación supletoria en virtud de lo previsto por el 
artículo IX del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional, debiendo 
repararse que este recurso pretende que el superior en grado “revise la 


providencia” del inferior en grado, y corrija sus errores, de existir estos”. 


SEGUNDO: Acto lesivo y proceso constitucional.- Que, conforme a lo 
dispuesto por el artículo 200° de la Constitución Política y artículos 1° del 


Código Procesal Constitucional, los procesos a los que se refiere el presente 
título tienen por finalidad proteger los derechos constitucionales, reponiendo las 


cosas al estado anterior a la violación o amenaza de violación de un derecho 


1 DEVIS ECHANDÍA, Hernando (1985) Teoría general del proceso, Buenos Aires, Universidad, p.637 
1 


constitucional, o disponiendo el cumplimiento de un mandato legal o de un acto 
administrativo. Nótese que este tipo de procesos, garantizan que se reprima el 
acto lesivo que interviene el ejercicio de los derechos, siendo definido este 
como “aquella conducta (acción u omisión) proveniente de cualquier autoridad, 
funcionario o persona, que amenaza o vulnera derechos fundamentales”. En 
síntesis, estos procesos buscan tutelar y proteger la dignidad del ser humano, 
lo que “implica que este tiene un plexo de derechos que forman parte de su 
propio ser. Que no le pueden ser arrebatados ni, so capa de reglamentarlos, 
desconocidos”. 


TERCERO: Del escrito de demanda.- De fojas 23 a 30, se observa que 
Lizardo Cauper Pezo en representación de la Asociación Interétnica de 
Desarrollo de la Selva Peruana-AIDESEP, interpone demanda de amparo 
contra Carlos Mario del Carmen Tubino Arias Schreiber, con la finalidad que se 
prohíba expresiones y actos discriminatorio a los pueblos indígenas y en su 
oportunidad recomienda la sujeción de su conducta a normas constitucionales; 
argumenta para cuyo efecto, que se habría vulnerado su derecho a la igualdad 
y no ser discriminado por razones de raza, condición social y pertenecer al 


pueblo shipibo conibo; y la presunción de inocencia. 


CUARTO.- Que, de la revisión de los actuados, se advierte, que el demandado 
con fecha 23 de abril de 2018, a través del Twitter emitió la siguiente 
publicación: “Esos salvajes deben ser detenidos inmediatamente, éstas 
imágenes han dado la vuelta al mundo!!! TODO PRODUCTO DEL 


AYAHUASCA!! ¡¡Los Shamanes Shipibos hacen negocio con esto a 


extranjeros, la mala conducción de este alucinógeno ha producido esta 
tragedia!! OJO (...)” (Negrita y subrayado nuestro); y tras el rechazo de la 


comunidad demandante, el demandado con fecha 25 de abril de 2018, emitió 
por el mismo medio la siguiente publicación: “Este comunicado tergiversa mi 


Twit y mi intención! Día asesinato Sra Olivia Arévalo presenté condolencias. 
MIS DISCULPAS al pueblo Shipibo p no puntualizar q me refiero a Seudos 
2 ETO CRUZ, Gerardo (2013), Tratado del proceso constitucional de amparo, Lima, Gaceta Jurídica, 


T.I, p.254. , 
3 BOREA ODRÍA, Alberto (2016) Manual de la Constitución, Lima, El Búho, p.58. 


Chamanes q hacen negocio c Ayahuasca. Ratifico términos hacia asesinos 
canadiense.” (Negrita y subrayado nuestro) 


QUINTO.- Del artículo 139* de la Constitución Política de | Perú, es un principio 
y derecho de la función jurisdiccional la observancia del debido proceso y la 


tutela jurisdiccional. 


El artículo 44° inciso 10) del Nuevo Código Procesal Constitucional determina 
que el amparo procede en defensa del derecho al “honor, intimidad, voz, 
imagen y rectificación de informaciones inexactas o agraviantes”. Así tenemos 
que el Tribunal Constitucional en la STC N* 3362-20 04-PA/TC ha postulado 
que el honor se ha entendido como “a capacidad de aparecer ante los demás 
en condiciones de semejanza, lo que permite la participación en los sistemas 
sociales y corresponde ser establecido por la persona en su libre 
determinación”. Y en la STC N* 446-2002-PA/TC precisa que “protege a su 
titular contra el escarnecimiento o la humillación, ante sí o ante los demás, 


incluso frente al ejercicio arbitrario de las libertades comunicativas”. 


Asimismo, en lo que respecta a la dimensión del derecho al honor y la buena 
reputación en relación al derecho a la identidad étnica y cultural previsto en el 
inciso 19) del artículo 2°de la Constitución, el T ribunal Constitucional en la STC 
N* 02765-2014-PA/TC ha precisado que las comunidades campesinas y 
nativas también son personas jurídicas pasibles de accionar y defender su 
derecho al honor, así como la buena reputación dentro del marco de pluralidad 
y diversidad cultural, por cuanto "(...) La Constitución de 1993 ha reconocido la 
existencia de una pluralidad de culturas en el Perú, dotándolas, a todas ellas, 
de similar importancia. En ese sentido, el artículo 2.19 es una clara muestra de 
que, en el modelo nacional, se respeta la pertenencia a cualquier etnia o 
cultura, siempre que las mismas se desenvuelvan dentro del marco permitido 
por la Constitución (...) el principal factor que debe tomarse en cuenta para el 
reconocimiento de las comunidades campesinas y nativas es el de la auto 
identificación, esto es, que el propio colectivo se reconozca como perteneciente 
a una comunidad campesina o nativa, hecho que precisamente permite resaltar 


su autonomía. (....)". 


Respecto a la titularidad de las comunidades nativas, el Tribunal 
Constitucional ha señalado en la STC N*04611-2007- PA/TC lo siguiente: [...] 
son titulares de derechos fundamentales en la medida que su naturaleza 
permita su ejercicio, naturaleza tanto del derecho como de la persona jurídica. 
La referencia preferente de titularidad, según la propia Constitución recae en 
las personas naturales a través de vinculación subjetiva de forma individual, 
pero sin necesidad de entrar a definir el concepto de persona jurídica, lo cual 
corresponde al ordenamiento infraconstitucional. Es posible constatar que su 
presencia en la casi totalidad de oportunidades, responde al ejercicio de un 
derecho atribuible a toda persona natural. Es una forma de participación 
asociada que requiere de instrumentos válidos de realización a través de una 
multiplicidad de derechos para cumplir con dicha finalidad. Incluso es válido 
afirmar que la dignidad no sólo posee una dimensión individual, sino también 
una social. [...] TERCERO: Que, el artículo 2* de la Constitución Política d el 
Estado, establece que: “Toda persona tiene derecho: (...) 2. A la igualdad 
ante la ley. Nadie debe ser discriminado por motivo de origen, raza, sexo, 


idioma, religión, opinión, condición económica o de cualquiera otra 
índole”. 


Que, la discriminación por raza consiste en tratar a una persona de manera no 
favorable por ser de una determinada raza o por características personales 
asociadas con la raza (como la textura del cabello, el color de la piel o ciertas 
facciones); y en el presente caso cobra relevancia, que los 
cuestionamientos formulados por el demandante se encuentran en 
conexión, con una posible vulneración al derecho fundamental a la 


identidad étnica y cultural. 


Y [...] El Tribunal entiende que, en la medida en que las organizaciones 
conformadas por personas naturales se constituyen con el objeto de que se 
realicen y defiendan sus intereses, esto es, actúen en representación de las 
personas naturales, muchos derechos de estas últimas se extienden a las 
personas jurídicas, como es el caso del honor. En este sentido, cabe 
diferenciar entre personas jurídicas de substrato propiamente personalista, 


representando una colectividad de individuos (universitates personarum), y 


personas jurídicas caracterizadas por la prevalencia del substrato patrimonial 


(universitates bonorum). [...] 


Sobre el derecho al honor de una comunidad nativa el Tribunal Constitucional 
en la misma sentencia señala lo siguiente: [/...] A partir de los conceptos 
vertidos, este Colegiado retoma el tema relativo a la inclusión de la protección 
del honor a favor de las personas jurídicas. Es cierto que n jurisprudencia tal 
reconocimiento existe, pero lo hace relacionándolo con buena reputación; 
incluso es imposible desligar la dignidad humana de la protección del honor. 
Entonces, ¿cómo así una persona jurídica como la demandante puede tener 
derecho al honor? El honor, como concepto único, también es aplicable a las 
personas jurídicas. Si su capacidad para interactuar en la sociedad se ve 
mellada, debe originarse la densa del honor. La tutela de la dignidad de los 
integrantes de la comunidad nativa origina la salvaguarda del derecho al honor 
Sawawo Hito 40. [...] 


SEXTO.- MATERIA DE APELACIÓN.- Es materia de grado el recurso de 
apelación interpuesto por la parte demandante, por escrito de folios 212 a 242 
contra la sentencia contenida en la Resolución N°0 8 de fecha 30 de junio del 
año 2012 que corre de folios 189 al 200, que declara fundada la demanda de 


amparo. 


B.- AGRAVIOS: La parte apelante señala como agravios en su recurso de 
apelación bajo las siguientes pretensiones: 

PRETENSION IMPUGNATORIA PRINCIPAL: Se declare la NULIDAD DE LA 
RESOLUCIÓN IMPUGNADA, toda vez que ha atentado contra el debido 
proceso y tutela jurisdiccional efectiva. 

PRETENSION IMPUGNATORIA SUBORDINADA: En el supuesto que el 
Superior considere que la resolución apelada no contiene vicios de nulidad, 
proceda a REVOCAR la apelada y REFORMANDOLA se declare INFUNDADA 
la demanda en todos sus extremos o alternativamente IMPROCEDENTE; por 


los siguientes fundamentos: 


El A Quo señala que los derechos a la libertad de opinión, al honor y la buena 
reputación, y a la identidad étnica y cultural, se encuentran garantizados en el 
proceso de amparo por el art 37% sin embargo, si se revisa dicho artículo el 
Nuevo Código Procesal Constitucional, no se regula nada de lo que afirma, 
sino regula las normas especiales de procedimiento. En cambio, si se revisa el 
derogado Código Procesal Constitucional, se advierte que este si prevé que los 
derechos antes mencionados se encuentren protegidos por el proceso de 
amparo. En consecuencia, es claro que el A Quo ha aplicado una norma 
derogada, infringiendo el principio de aplicación inmediata de las normas y la 
Primera Disposición Complementaria Final del acotado Código no cumpliendo 
así con una adecuada motivación, por lo que, la resolución debe ser declarada 
NULA. Sin embargo, dicho razonamiento en nada coadyuva a la defensa del 
demandado, pues resulta claro que los derechos en cuestión tienen relevancia 
constitucional y además tanto el anterior (artículo 379 como el nuevo Código 
Procesal Constitucional (artículo 449 señalan clar amente que están protegidos 
por el Proceso de Amparo, en consecuencia, este agravio carece de sustento 
jurídico y el error del A Quo en la correcta inserción de la norma en su 


sentencia no conlleva a su nulidad. 


SÉPTIMO.- Asimismo la parte apelante señala la vulneración al principio del 
contradictorio en la aplicación del principio “lura Novit Curia” en el caso en 
concreto; señala que la decisión del A Quo ha determinado que se ha 
vulnerado los derechos constitucionales al Honor, a la Libertad de Opinión, a la 
Identidad Étnica y Cultural, a la no Discriminación y a la igualdad. A partir de lo 
anterior el A Quo aplica el Principio de lura Novit Curia porque aplica derechos 
que no han sido invocados, empero, no ha garantizado el principio del 
contradictorio (previo) a efectos de ejercer su derecho de defensa; en ese 
sentido, el apelante señala que se debe declarar la Nulidad de la Sentencia; 
empero sobre este punto es de acotar que dicho principio implica que el Juez 
conoce del derecho y por ende debe aplicarlo aún cuando no se haya invocado 
en la demanda o se haya invocado erróneamente, pero respetando los 
parámetros fácticos de la pretensión incoada; en el proceso constitucional de 
amparo dicho principio propio del proceso civil, cobra relevancia mayor pues 
existen principios procesales que garantizan una adecuada protección a los 


derechos constitucionales conculcados como el de suplencia de queja, de tal 
manera que si de los hechos analizados se advierte que el derecho 
fundamental a efectos es otro y no el invocado por el actor (ya sea por error o 
ignorancia o inadecuada tipificación de la conducta a ser subsumida) el Juez 
Constitucional está facultado al sentenciar precisar los derechos fundamentales 
afectados en base a la apreciación fáctica de los hechos invocados, debiendo 
desestimarse por ende dichas alegaciones. 


OCTAVO.- Otro vicio procesal, que alega el apelante, consiste en que el A Quo 
establece que los puntos controvertidos son los siguientes: 

e Establecer que se prohíba las expresiones y actos discriminatorios a los 

pueblos indígenas por el congresista demandado, así como recomendar 


la sujeción de su conducta a las normas constitucionales. 


e Establecer si las expresiones vertidas por el congresista Carlos Mario del 
Carmen Tubino Arias Schreiber con respecto al uso de la ayahuasca por 
la comunidad étnica shipibo conibo constituirían en un acto 
discriminatorio o vejatorio para la comunidad shipibo conibo y como 
consecuencia de ello se estaría vulnerando sus derechos al honor y a la 


buena reputación. 


Sin embargo, alega en sus agravios, que el juzgador fija de manera incorrecta 
los puntos controvertidos, porque indica que primero se deberá establecer que 
se prohíba las expresiones y actos discriminatorios a los pueblos indígenas por 
el Congresista demandado, así como recomendar la sujeción de su conducta a 
las normas constitucionales. Empero, esto solo podría darse, en todo caso, 
luego de que se determine que se cometió algún acto de discriminación, pero 
no antes definitivamente; por lo que, estaríamos ante una motivación 
incongruente. Sobre este punto es de acotar que por el principio de preclusión 
procesal, el demandado pudo y debió cuestionar en su oportunidad la precitada 
resolución y al no haberlo hecho ha dejado consentir la misma y en este estado 
solo se puede emitir pronunciamiento respecto a los fundamentos de la 
sentencia impugnada, debiendo por ende desestimarse dicho argumento del 


recurso de apelación. 


NOVENO.- De otro lado, señala en su escrito de apelación, que se aprecia en 
la sentencia impugnada que el juzgador indica en el considerando NOVENO 
que “el demandado fue un representante del Congreso lo cual implica que su 
actuación parlamentaria forma parte del Estado y, en razón a ello, posee un 
estatus especial en donde tal representante se encuentra obligado y protegido 
por un conjunto de normas constitucionales que, de modo directo o indirecto, 
delimitan claramente el alcance de sus atribuciones y funciones como parte y 
miembro del órgano legislativo”, y en la parte decisoria de su resolución 
determina que se ha vulnerado el derecho a la Libertad de Opinión. Agrega 
que sobre lo dicho por el A Quo en el considerando noveno, debe advertirse 
que el tuit fue publicado el 23 de abril de 2018, cuando el recurrente se 
desempeñaba como Congresista de la República, y por ende gozaba de la 
Inviolabilidad Parlamentaria. En esa lógica, se incurre en un defecto de 
motivación denominada como MOTIVACIÓN INEXISTENTE, porque el A Quo 
no motiva en lo absoluto nada sobre el artículo 93° de la Constitución que debe 
mínimamente analizar y ponderar. Sobre este punto es de acotar que el artículo 
precitado de la Carta Magna garantiza al legislador para que no sea procesado 
ni puede ser cuestionado por sus opiniones y votos en el ejercicio de sus 
funciones; empero como cualesquier ciudadano, en efecto, tiene derecho a la 
libertad de opinión, pero sin que ello signifique carta libre para injuriar, denigrar 
o discriminar a ninguna persona o grupo social, por ende en tales casos no 
está protegido por la norma fundamental y más bien dada su alta función debe 
dar ejemplo de cordura y respeto a los derechos ciudadanos. 


Debe acotarse que el demandado en su escrito de contestación ala demanda 
de fojas 61/66 en ningún momento hace referencia al precitado artículo de la 
Constitución referido a la inviolabilidad parlamentaria. De otro lado señala que 
el A Quo incurre en una motivación aparente porque en el considerando 
décimo no realiza una justificación externa de sus premisas, dando razones 
justificativas [y no explicativas] de su decisión, no se argumenta por qué se 
incurre en un acto discriminatorio considerando el primer y segundo tuit 
emitidos; agrega que existe una motivación incongruente debido a que indica 
que existió un tuit discriminatorio y a su vez que hubo una rectificación, esta no 


puede ser amparada por el órgano jurisdiccional porque el acto deviene de un 


congresista que posee: “estatus especial”, concluye el apelante que la 
sentencia yerra y tergiversa la prueba, incurriendo en este modo en lo que se 
conoce en el derecho probatorio como falso juicio de identidad por 
cercenamiento. Lo expuesto en este punto carece de sustento, pues la 
sentencia apelada, si bien se puede interpretarlo erróneamente como que no 
sería procedente una rectificación por su condición de congresista, en realidad 
lo que asevera es que el tuit rectificatorio no es contundente respecto a la frase 
conclusiva “Todo producto del ayahuasca”, lo cual a consideración del 
colegiado es una expresión ofensiva para la milenaria práctica cultural de la 
comunidad nativa que forma parte de su cosmovisión e identidad cultural, pues 
siendo una frase peyorativa puede dar a entender que toda persona que lo 
toma puede ser eventualmente un homicida en potencia, en consecuencia, la 


sentencia debe ser confirmada en parte. 


DECIMO.- En tal sentido, la sentencia apelada no viola el artículo 13 del Nuevo 
Código Constitucional toda vez que el juzgador ha valorado, las pruebas 
aportadas por las parte tales como la Carta Notarial emitida a COSHICOX así 
como la Carta Notarial emitida a AIDESEP, que fueron admitidas en el trámite 
del proceso; de otro lado el demandado solicita que la demanda debe ser 
declarada improcedente o infundada, porque ya existe un pronunciamiento en 
sede parlamentaria, donde el demandante presento una denuncia que fue 
declarada improcedente; debiendo indicarse que las decisiones políticas del 
parlamento no son vinculantes para el órgano jurisdiccional, en donde se 
aprecian y contrastan las pruebas para determinan si ha existido una afectación 
a derechos fundamentales de las personas o grupos sociales como en este 
caso. Por lo que, este extremo de la demanda deviene en fundada y revocarse 


los demás extremos de la sentencia impugnada. 


Por los fundamentos expuestos, los Jueces superiores de la Primera Sala 
Constitucional de la Corte Superior de Justicia de Lima RESUELVEN: 


REVOCAR la Sentencia contenida en la Resolución N*08 de fecha 30 de ju nio 
del año 2022, que corre de folios 189 al 200, que declara fundada la demanda 


de amparo en todos sus extremos; y REFORMÁNDOLA declararon fundada 
9 


en parte la demanda de amparo, al haber vulnerado el demandado don Carlos 
Mario del Carmen Tubino Arias Schreiber los derechos constitucionales al 
honor y a la identidad étnica y cultural del Pueblo Shipibo Conibo, sólo en el 
extremo de la frase conclusiva “Todo, producto del ayahuasca”, publicándose la 
síntesis de esta sentencia por cualquiera de las partes procesales, en un 
soporte tecnológico similar al usado originalmente, disponiéndose que el 
demandado evite en el futuro proferir frases de similar índole a la expresada, 


con costos. Notifíquese y devuélvase 


En los seguidos por la Asociación Interétnica de Desarrollo de la Selva 
Peruana-AIDESEP con don Carlos Mario del Carmen Tubino Arias Schreiber 


sobre Proceso de Amparo. 


ORDOÑEZ ALCANTARA TAPIA GONZALES 


CUEVA CHAUCA 


LA SECRETARIA DE LA SALA QUE SUSCRIBE CERTIFICA QUE EL 
FUNDAMENTO DEL VOTO SINGULAR DEL SEÑOR JUEZ SUPERIOR 
ORDOÑEZ ALCÁNTARA ES COMO SIGUE: 


El suscrito se adhiere a la ponencia emitida por el juez superior Cueva Chauca, 


pero respetuosamente adiciona lo siguiente: 


FUNDAMENTOS 
PRIMERO.- El texto original del artículo 93 de la Constitución Política del Perú, 
vigente a la fecha de los hechos denunciados, establece: 


A A 


No son responsables (los congresistas) ante autoridad ni órgano 
jurisdiccional alguno por las opiniones y votos que emiten en el ejercicio de 
sus funciones. 


La 


SEGUNDO.- Al respecto, el profesor Marcial Rubio Correa! señala: 


“(...) El segundo párrafo establece lo que se denomina la inviolabilidad 
parlamentaria y que es la irresponsabilidad del congresista por las opiniones 
y votos que emita en ejercicio de sus funciones esto es en las comisiones y 
el Pleno del Congreso y en todo acto en el que esté ejerciendo la 
representación que ha recibido de la Nación. La inviolabilidad impide que 
autoridad u órgano jurisdiccional algunos se hagan cargo de denuncias 
procedimientos o acciones judiciales de ser el caso contra congresistas por 
dichos votos u opiniones Inviolabilidad en síntesis significa que el 
congresista no puede ser jurídicamente atacado por las opiniones que 
exprese en ejercicio de su función. Desde luego las expresiones que pueda 
hacer en su vida privada sí podrán ser objeto de acción judicial (...)”. 


TERCERO.- En ese sentido, el demandado no se encuentra protegido por la 
inviolabilidad parlamentaria prevista en la citada norma constitucional, pues el 
comentario que manifestó a través de su cuenta de la red social Twitter con 
fecha 23 de abril de 2018 no fue expresado en el ejercicio de sus funciones 


como Congresista de la República, sino a título personal. 


CUARTO.- De otro lado, ha quedado acreditado que el comentario expresado 
por el demandado en su cuenta de la red social Twitter vulnera los derechos al 
honor y a la identidad étnica y cultural del pueblo Shipibo-Konibo, con el 
agravante de que ese mensaje fue difundido a través de un medio de 
comunicación de alcance nacional e internacional, toda vez que, en el ejercicio 
irregular de su derecho de opinión, expresó comentarios discriminatorios y 
peyorativos contra las tradiciones del pueblo Shipibo-Konibo al afirmar “todo 
por el ayahuasca” en alusión a un hecho que es materia de investigación penal, 
dando a entender que todo aquel que consuma dicha bebida (ayahuasca) 
podría incurrir en actos delictivos, sin considerarse que la responsabilidad 


penal es individual y personal. 


4 RUBIO CORREA, Marcial. “Estudio de la Constitución Política de 1993”. Tomo IV. Primera Edición. Pontificia 
Universidad Católica del Perú Fondo Editorial. 1999. Páginas 79-80. 
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QUINTO.- Por lo tanto, al haberse acreditado la vulneración de los derechos al 
honor y a la identidad étnica y cultural de la comunidad Shipibo-Konibo, 


corresponde declarar fundada en parte la demanda de amparo. 


DECISIÓN 

Por los fundamentos expuestos: MI VOTO es porque se REVOQUE la 
Sentencia contenida en la Resolución N*8, de fecha 30 de ju nio de 2022, que 
declara fundada la demanda de amparo. REFORMÁNDOSE se declare 
fundada en parte dicha demanda, por vulneración de los derechos al honor y a 
la identidad étnica y cultural del pueblo Shipibo-Konibo, en cuanto a la frase 
“todo producto del ayahuasca”; en consecuencia, se dispone que se publique la 
presente sentencia por cualquiera de las partes en un soporte tecnológico 
similar al usado originalmente; y que el demandado se abstenga en lo sucesivo 
de proferir frases de similar índole a la expresada. Con costos. 


ORDÓÑEZ ALCÁNTARA 
Juez Superior 


LA SECRETARIA DE LA SALA QUE SUSCRIBE CERTIFICA QUE EL 
FUNDAMENTO DEL VOTO SINGULAR DEL SEÑOR JUEZ SUPERIOR 
TAPIA GONZALES ES COMO SIGUE: 

El suscrito está de acuerdo con la ponencia, debiendo relievar aquello que 
señala la Relatoría Especial sobre los derechos de los Pueblos Indígenas: “Los 
pueblos indígenas del mundo padecen todavía las consecuencias de la 
conquista y colonización históricas de sus territorios. Se enfrentan a la 


discriminación porque tienen culturas, identidades y modos de vida 


diferenciados y se ven afectados de manera más que proporcional por la 
pobreza y la marginación”* 


Debo añadir que los pueblos originarios tienen una protección reforzada por 
parte del Estado que se manifiesta en proscribir todo prejuicio o práctica de 
discriminación respecto a sus tradiciones ancestrales que les dan identidad 


nacional. 


Así, el artículo 15 incisos 1 y 2 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre 
los derechos de los pueblos indígenas señala lo siguiente: 

“1.- Los pueblos indígenas tienen derecho a que la dignidad y diversidad de sus 
culturas, tradiciones, historias y aspiraciones queden debidamente reflejadas 
en la educación y la información pública. 

2.- Los Estados adoptarán medidas eficaces, en consulta y cooperación con los 
pueblos indígenas interesados, para combatir los prejuicios y eliminar la 
discriminación y promover la tolerancia, la comprensión y las buenas relaciones 


entre los pueblos indígenas y todos los demás sectores de la sociedad”. 


Obviamente, cuando el demandado expresó “Todo producto del ayahuasca” 
aludiendo a un hecho investigado penalmente, afirmó implícitamente que todo 
aquel que lo consuma podría ser un potencial asesino lo que obviamente 
agravia a la parte demandante pues establece en el imaginario colectivo que su 
práctica ancestral es causante de hechos de violencia, reforzando estereotipos 
de discriminación e intolerancia, con una connotación grave pues dichas 
expresiones provienen de un congresista de la república que como tal tiene 


acceso a los medios de comunicación y cuya opinión impacta en la sociedad. 


Mientras no se comprenda que de manera tributaria diversas culturas y 
civilizaciones contribuyen a formar nuestra identidad nacional peruana y que 
todas merecen respeto y consideración igualitaria, el sistema de justicia seguirá 
reprimiendo estas conductas pues alteran la paz social y la sana convivencia 
democrática. Sirva esta sentencia para que de manera especial todo 


funcionario o autoridad se dirija en adelante a nuestros compatriotas 


5 https://www.ohchr.org/es/special-procedures/sr-indigenous- 
peoples+t:-:text=Francisco%20Cali20Tzay%20ftuev20nombrado, 1%C2%BA%20de%20mayo%20de%202020. 
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pertenecientes a los pueblos originarios, con respeto por su cultura y prácticas 
tradicionales en un plano de horizontalidad, esto es, sin discriminación y 


prejuicios. 


Por lo tanto, MI VOTO es: porque se REVOQUE la Sentencia contenida en la 
Resolución N* 08 de fecha 30 de junio del año 2022, que declara fundada la 
demanda de amparo en todos sus extremos; y REFORMÁNDOLA declararon 
fundada en parte la demanda de amparo, al haber vulnerado el demandado 
don Carlos Mario del Carmen Tubino Arias Schreiber los derechos 
constitucionales al honor y a la identidad étnica y cultural del Pueblo Shipibo 
Conibo, sólo en el extremo de la frase conclusiva “Todo, producto del 
ayahuasca”, publicándose la síntesis de esta sentencia por cualquiera de las 
partes procesales, en un soporte tecnológico similar al usado originalmente, 
disponiéndose que el demandado evite en el futuro proferir frases de similar 


índole a la expresada, con costos. 


TAPIA GONZALES 
Juez Superior 
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